INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 24 DE NOVIEMBRE DE 2015 RELATIVO A LA PROPUESTA DE RESOLUCIÓN PARCIAL DE UNA CONVOCATORIA DE SUBVENCIÓN.
Modalidad de informe: Consulta.

Área temática: Subvenciones.

Informe vigente.

Con fecha 19 de noviembre de 2015 se recibe en esta Intervención General, consulta procedente de la Intervención Delegada de la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras,  en la que se expone lo siguiente:
“El 20 de febrero de 2015 se publica en el BOCM la Orden de 19 de febrero de 2015, de la Consejería de Transportes, Infraestructuras y Vivienda, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones al alquiler de vivienda en la Comunidad de Madrid y se convocan subvenciones para el año 2015.

El Artículo 6, Instrucción y resolución, de dicha Orden establece que “De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, el procedimiento de concesión de las subvenciones se realizará mediante concurrencia competitiva, estableciéndose como criterio de prelación de las solicitudes válidamente presentadas en el plazo establecido y que cumplan los requisitos el del menor resultado de aplicar la fórmula establecida….una vez cerrado el plazo de presentación de solicitudes, publicará en el portal de www.madrid.org el listado de solicitantes admitidos hasta el límite derivado del crédito presupuestario incluido en la convocatoria, y el de excluidos con indicación del motivo de exclusión…Transcurrido el mencionado plazo de alegaciones se procederá a la publicación del listado definitivo de admitidos, con el orden de prelación de los mismos conforme al criterio establecido en el apartado anterior, e, igualmente, hasta el límite derivado del crédito presupuestario, así como el listado definitivo de excluidos….

El titular de la Consejería de Transportes, Infraestructuras y Vivienda, mediante Orden motivada, resolverá la concesión de las subvenciones a los admitidos definitivos.”

No obstante, el Centro Gestor, en aplicación de la normativa vigente en materia de Subvenciones y de la Orden mencionada en el párrafo anterior, pretende realizar una resolución parcial de concesión de las subvenciones declarando beneficiarios únicamente a parte de los solicitantes que están incluidos en el listado definitivo de admitidos.

Desde esta Intervención Delegada se solicita el pronunciamiento de esa Intervención General al respecto, con objeto de que desde este Centro Fiscal se pueda proceder a la fiscalización favorable de las resoluciones parciales derivadas de la convocatoria de referencia.”
La formulación de la consulta se limita a exponer los hechos y a solicitar un pronunciamiento genérico sobre los mismos sin acompañar referencias a los fundamentos de derecho ni ninguna documentación que aporte datos respecto a los motivos que suscitan las dudas sobre la posibilidad de realización de resoluciones parciales, lo que obliga a abordar el análisis del procedimiento en su conjunto.
I.
La normativa administrativa aplicable en la Comunidad de Madrid en materia de subvenciones está constituida por la Ley 38/2003, de 17 de Noviembre, General de Subvenciones (LGS) y sus normas de desarrollo, la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid (LSCM) y su normativa de desarrollo y la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. (LRJ)
Dado que la normativa estatal es parcialmente básica, se aplican de forma preferente los artículos que tienen tal carácter y de forma supletoria el resto. Además la Ley de procedimiento administrativo se aplica para complementar muchos de los aspectos que el procedimiento especial de subvenciones no recoge y especialmente en todos aquellos aspectos que dada la naturaleza básica de la Ley resultan de aplicación a todo procedimiento administrativo, en especial sus principios.
El marco jurídico, dado que las subvenciones son expedientes de gasto, se complementa con la aplicación de la normativa presupuestaria, en especial las Ley de Hacienda y la normativa de estabilidad presupuestaria.
También ha de tenerse en cuenta que aunque las bases reguladoras tengan carácter de norma reglamentaria en las concurrencias competitivas, los derechos que a favor de los administrados se establecen en las Leyes, incluida la LRJ no pueden ser alterados por las mismas. Existen numerosas sentencias en las que se aborda la aplicación de la notificación o de los plazos de subsanación con independencia de si se encontraban o no recogidos en las bases reguladoras o de si estas establecían efectos sin necesidad de resolución expresa.
II.
El artículo 22 de la LGS (Básico) establece dos categorías de procedimientos, el ordinario o de concurrencia competitiva y el excepcional o de concesión directa, cada uno de los cuales tiene además modalidades específicas. El procedimiento de concurrencia competitiva se desarrolla en el Capítulo II de la Ley 38/2003 pero no siendo básico, se aplica de forma supletoria, en defecto de norma de la Comunidad de Madrid.
La Orden de 19 de febrero de 2015, de la Consejería de Transportes, Infraestructuras y Vivienda, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones al alquiler de vivienda en la Comunidad de Madrid, (en adelante Orden de bases) en su artículo 6 establece que el procedimiento aplicable a estas ayudas será el de concurrencia competitiva.
El artículo 4 de la LSCM tras la referencia genérica a los procedimientos de concurrencia competitiva, establece varias modalidades, pero sin desarrollar específicamente los procedimientos, por lo que serán de aplicación las normas estatales. El procedimiento establecido en la Orden de bases es el procedimiento  de concurrencia competitiva ordinaria.
“2. El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva.

El otorgamiento de estas subvenciones, con el límite de créditos disponibles fijados en la convocatoria, se realizará a las solicitudes que hayan obtenido mayor valoración en aplicación del criterio o criterios previamente fijados en las bases reguladoras y en las convocatorias, una vez comparadas las solicitudes dentro de un plazo limitado y establecida una prelación entre las mismas.

En este supuesto, la propuesta de concesión se formulará al órgano concedente por un órgano colegiado a través del órgano instructor.”
El artículo 23 de la Ley 38/2003, en sus apartados 1 y 2,  introduce un cambio fundamental en el procedimiento de subvenciones de concurrencia competitiva al considerar que el inicio del procedimiento se produce de oficio con la convocatoria y no a instancia de parte con la solicitud individual de cada interesado como ocurría anteriormente. Este mismo artículo expresamente señala que el procedimiento que se desarrolle en la convocatoria está sujeto a los principios de la Ley 30/1992. 
La finalización del procedimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley 38/2003, que se remite al artículo 89 de la Ley 30/1992, se produce una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva. De acuerdo con su apartado tercero la resolución, además de contener el solicitante o relación de solicitantes a los que se concede la subvención hará constar, en su caso, de manera expresa, la desestimación del resto de las solicitudes.

El Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones ha completado la regulación al establecer en su artículo 63 lo siguiente:
Artículo 63. Resolución.

1. El órgano competente resolverá el procedimiento de concesión en el plazo de quince días desde la fecha de elevación de la propuesta de resolución, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y, en su caso, en la correspondiente norma o convocatoria.

2. Mediante resolución se acordará tanto el otorgamiento de las subvenciones, como la desestimación y la no concesión, por desistimiento, la renuncia al derecho o la imposibilidad material sobrevenida. La resolución de concesión pone fin a la vía administrativa, excepto en los supuestos establecidos en la Ley o que vengan determinados en las correspondientes bases reguladoras. /…/
El artículo 89 de la Ley 30/1992, establece que la resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo.

La resolución del procedimiento debe expresar, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.

De acuerdo con estas reglas generales, la situación normal de terminación de un procedimiento de concurrencia competitiva será por lo que se refiere al otorgamiento, la existencia de una única resolución que coincidirá con la propuesta de resolución que adopte el órgano colegiado y se eleve por el órgano instructor al órgano concedente, en la que se individualizará a los beneficiarios y se establecerá expresamente la desestimación del resto de las solicitudes presentadas.

Será, por lo tanto, la propuesta que realice el órgano colegiado a través del órgano instructor, la que determine el contenido de la Orden de concesión, si bien sería incluso posible que el órgano concedente de forma motivada se separara de la misma. 
Se debe tener en cuenta que el ámbito de aplicación de la normativa de subvenciones es amplísimo y se aplica a proyectos sencillos y complejos por lo que será el procedimiento concreto el que determine la mejor fórmula para cumplir los principios de las leyes. Baste la simple lectura del artículo 62 del Reglamento que se refiere al contenido de la resolución en los siguientes términos:

“En la resolución de concesión deberán quedar claramente identificados los compromisos asumidos por los beneficiarios; cuando el importe de la subvención y su percepción dependan de la realización por parte del beneficiario de una actividad propuesta por él mismo, deberá quedar claramente identificada tal propuesta o el documento en el que se formuló.”
III.

Lo habitual en este tipo de procedimientos de concurrencia competitiva es que se diferencien distintas fases:

- Fase de solicitud, previa a la instrucción,  cuyo objetivo es que se incorporen al procedimiento únicamente las solicitudes válidamente presentadas y en plazo. 
De acuerdo con los principios generales de procedimiento administrativo, que obligan a aplicar un criterio antiformalista, procede la consiguiente subsanación de los defectos de las solicitudes de los interesados, a los que se otorgaría el plazo de 10 días para subsanar, no ampliable al tratarse de un procedimiento de concurrencia.

En caso de que no se complete la solicitud,  sería necesaria una primera resolución del órgano concedente, que es el competente para finalizar el procedimiento, considerando que se ha producido un desestimiento, de acuerdo con el artículo 71 de la Ley 30/1992. 
- Fase de instrucción, a la que deben incorporarse únicamente las solicitudes válidamente presentadas, a las que se aplicará el baremo correspondiente lo que determinará su ordenación en función de los puntos obtenidos.

Las solicitudes válidamente presentadas, son objeto de valoración por el órgano colegiado y una vez aplicado el baremo, este órgano procede a emitir una propuesta de resolución provisional. Puede o no abrirse plazo de alegaciones. Posteriormente el órgano colegiado formula la propuesta de resolución definitiva, que  será la que exprese el solicitante o solicitantes  para los que se propone la concesión de la subvención y su cuantía, especificando los criterios seguidos para su evaluación. 

Dado que la propuesta se eleva al órgano concedente a través del órgano instructor, la norma exige que exista en el expediente un informe del órgano instructor en el que se haga constar que los beneficiarios propuestos cumplen todos los requisitos necesarios para acceder a las ayudas. 

Si las bases reguladoras así lo contemplan, la propuesta de resolución definitiva se notifica a los interesados propuestos como beneficiarios para que comuniquen su aceptación.
Es en este momento cuando suele operar el límite del crédito presupuestario de forma que si un beneficiario no acepta la ayuda, inmediatamente se notifica al siguiente que aparece en la propuesta hasta agotar los créditos presupuestarios disponibles.
- Finalizada la fase de instrucción, realizada la propuesta de resolución definitiva, el órgano concedente resuelve el otorgamiento de la ayuda, desestimando las restantes. 
La Orden de concesión es respecto a cada uno de los beneficiarios un acto declarativo de derechos que solamente puede anularse como consecuencia de recurso o por revisión de oficio (art. 36 LGS). Además en este momento, el crédito, por lo que se refiere a la ejecución presupuestaria, alcanzaría su fase de disposición quedando reservado por una cuantía determinada a favor del beneficiario. 

Dado que en el procedimiento de concurrencia competitiva habitual los solicitantes compiten por el crédito disponible, la obtención de crédito por un solicitante supone la exclusión de otros, y por lo tanto la propuesta de resolución realizará una valoración de las solicitudes en su conjunto quedando determinadas a través de ella tanto los que obtienen la subvención como las que son desestimadas.

IV.
Analizada la Orden de 19 de febrero de 2015, base reguladora y por lo tanto norma aplicable a esta convocatoria concreta, se aprecia que establece algunas reglas particulares que es necesario conciliar dentro del marco legal del que la Orden no puede apartarse.
El artículo 6 en su apartado primero define el procedimiento de concurrencia competitiva de acuerdo con las reglas generales expuestas, es decir, el criterio de prelación, (la fórmula matemática que relaciona los ingresos ponderados de la unidad de convivencia con el número de miembros de dicha unidad) se aplicará sobre las solicitudes válidamente presentadas. 
Sin embargo, en este caso concreto el detalle del procedimiento previsto en el apartado segundo, permite que entren en la fase de instrucción solicitudes incompletas a las que se otorga un periodo de diez días para subsanar,  que se incorporan a un listado provisional de excluidos y a las que se otorga un periodo de subsanación. Se publica un listado provisional de las válidamente presentadas y se aplica el límite del crédito si bien ya se advierte que los listados pueden variar en función de las subsanaciones presentadas.
Una vez valorada la fase de subsanación, se aprueban por el órgano instructor y publican unos segundos listados a los que se denominan definitivos en los que se  recogen las solicitudes válidas, aplicando el baremo y hasta el límite de crédito disponible. El resto de las solicitudes, tanto las que no subsanaron como las que exceden de los créditos disponibles, se incluyen en un segundo listado, que se publica en la página web.
En el plazo máximo de los diez días siguientes a la publicación en el portal de www.madrid.org del listado definitivo de admitidos, los mismos deberán aportar la documentación que acredite que están al corriente de pago de la renta correspondiente a los meses de enero  hasta el inmediatamente anterior a aquel en que se haya publicado el listado definitivo de admitidos, lo que equivale a la aceptación de la ayuda.

En las resoluciones publicadas en el Boletín no se hace referencia alguna a la propuesta del órgano colegiado ni se identifican claramente a qué fase corresponde cada uno de los trámites. 

El siguiente trámite es el que correspondería a la terminación del procedimiento, mediante la correspondiente resolución. La simple aprobación y publicación de los listados no ha producido la finalización del procedimiento respecto a ninguno de los solicitantes. Tratándose de una concurrencia competitiva, es el órgano colegiado el que realiza la propuesta a través del órgano instructor. La fase de aprobación de los  listados es ajena a los procedimientos normales de concurrencia competitiva.
Dada la peculiaridad del procedimiento previsto por la Orden y la necesidad de cumplir los trámites previstos en las normas con rango de Ley,  corresponde al órgano colegiado valorar la propuesta de resolución y al órgano instructor informar sobre el contenido, aplicando para ello la interpretación que mejor se corresponda con el cumplimiento de los  principios que rigen el procedimiento administrativo.
Artículo 3. Principios generales.

1. Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.

Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza legítima.

2. Las Administraciones públicas, en sus relaciones, se rigen por el principio de cooperación y colaboración, y en su actuación por los criterios de eficiencia y servicio a los ciudadanos.

Las normas recogen un iter procedimental para aquellos supuestos en que no existen incidencias y el procedimiento se desarrolla sin contratiempos. Ahora bien, la realidad y mucho menos en el ámbito subvencional es en ocasiones mucho más compleja sin que pueda perderse de vista que las Administraciones públicas actúan de acuerdo con un principio general, el de servicio al ciudadano, además de respetar la buena fe y la confianza legítima, generada en este caso con la publicación de los diferentes listados que han generado en los solicitantes una expectativa.

Del examen del procedimiento solamente se deduce que lo normal es que el procedimiento finalice con una única resolución, pero no existe ningún artículo que atendiendo a las peculiares circunstancias concurrentes en los procedimientos concretos impida resolver de forma parcial una convocatoria, opción está que incluso en ocasiones como la presente resultará incluso más adecuada para evitar consecuencias que aplicando los principios generales del procedimiento deben ser evitadas, como la imposibilidad del cumplimiento de los objetivos de la ayuda y la falta de eficacia y eficiencia de unos créditos que no llegarían a aplicarse.  
Las Administraciones públicas están sujetas a plazos para resolver los procedimientos y además la Ley exige que se resuelvan  de forma expresa. El hecho de que existan trámites previstos en una base reguladora que generan retrasos en los procedimientos obligan a los diferentes  órganos implicados en la concesión de las ayudas a tomar aquellas medidas que estime convenientes para cumplir los objetivos previstos en la convocatoria. 

La propuesta de resolución que el órgano instructor eleve al órgano concedente debe conciliar estos principios e incorporar los correspondientes informes de manera que  el órgano instructor haga constar que todos los beneficiarios propuestos cumplen las condiciones, que el procedimiento previsto en este caso asegura la existencia de crédito a todos los que aparecen en el listado de admitidos, proponiendo en consecuencia la resolución que estime pertinente, tanto respecto a las solicitudes ya desestimadas como a las que sean beneficiarias de las ayudas. Si esto supone una propuesta de resolución parcial, que como hemos visto la norma no impide, la fiscalización se llevará a cabo respecto a su contenido, que será el que se derive de dicha propuesta de resolución.
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